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Buenos Aires, 29 de julio de 2015
Señores

Amnistía Argentina 

En el marco de la presentación del borrador de “Política sobre trabajo sexual”
 para ser debatido en la 32ª Reunión del Consejo Internacional ICM 2015 que se realizará en Dublín del 7 al 11 de agosto de 2015, las trabajadoras sexuales de Argentina, nucleadas en la Asociación de Mujeres Meretrices, AMMAR CTA, queremos dar a conocer ante su organización los impactos de las políticas anti-trata y los Códigos Contravencionales en lo que tiene que ver con la vulneración de derechos hacia quienes ejercemos el trabajo sexual en el país. Consideramos importante visibilizar y debatir cómo los artículos contravencionales y las políticas públicas encaminadas a combatir la trata de personas con fines de explotación sexual terminan criminalizando y precarizando el trabajo sexual cuando se ejerce de manera autónoma.
Actualmente, en 19 Provincias argentinas continúan vigentes artículos  contravencionales y/o de Faltas que criminalizan nuestro trabajo en la vía pública y permiten el encarcelamiento de nuestras compañeras hasta por 20 días. Además, a partir del año 2011 Argentina empezó a sancionar políticas anti-trata a nivel nacional, provincial y municipal que tienen de fondo un tinte prohibicionista con relación al trabajo sexual autónomo. Estas normativas no establecen una diferencia entre  trata de personas y trabajo sexual, siendo que este último no es considerado un delito en el país. Ante esta coyuntura es difícil ofrecer servicios sexuales de manera autónoma, porque quienes lo hacemos también estamos expuestas a allanamientos y demás procesos de investigación encaminados a detectar casos de trata y siempre somos sospechadas de ser víctimas. 
La publicación de avisos para ofrecer servicios sexuales por parte de trabajadoras sexuales también ha sido afectada y penalizada. En el 2011 el decreto presidencial 936/11 conocido popularmente como “prohibición del rubro 59” prohibió la publicación de avisos de oferta sexual en los medios gráficos. A partir de entonces, las trabajadoras sexuales empezamos a publicar a través de volantes y páginas web, estas últimas con mayor costo. No obstante, en  diciembre  de  2012  se  aprobó  el  proyecto  (Ley  4486) presentado por la legisladora de la Ciudad de Buenos Aires Gabriela Seijo, el cual prohibió  los  volantes que mostraran imágenes sexuales de forma explícita.  Varias trabajadoras sexuales optaron por eliminar estas imágenes y las cambiaron por caricaturas de Cupido, Betty Boop o corazones, pero igualmente podían ser perseguidas. Actualmente está en curso el proyecto del Diputado Andrés Larroque (2014) que busca censurar la publicación de avisos sexuales en la web. Ya tiene media sanción en la Cámara de Diputados y pasó al Senado. 
El 2013 estuvo marcado por políticas que buscaron penalizar al cliente. En Diputados se presentó el proyecto  Rodríguez  y en Senadores el Proyecto  Fernández. Nuestra postura frente a estas legislaciones es que  provocarían  un aumento  de  la  clandestinización y  la vulneración   de   los   derechos   humanos   de   las trabajadoras sexuales y la estigmatización de las mismas y de los consumidores y las consumidoras. Para Ammar, penalizar el cliente es penalizar el trabajo sexual. 
De otra parte, instituciones como la Procuración General de la Nación, también expidió resoluciones que precarizan el trabajo sexual autónomo. Nos referimos aquí a la resolución 99/09 donde el procurador ordenó a los fiscales que en caso de realizar allanamientos en prostíbulos que funcionaran como “comercios lícitos” (bares y whiskerías) los clausuraran, independientemente de que se comprobara los delitos de trata y proxenetismo. Al margen de la existencia de estos delitos, diversos bares y whiskerías donde las trabajadoras sexuales tomábamos contacto con potenciales clientes han sido clausurados y nos ha obligado a trabajar en la calle, expuestas a las coimas policiales por art. 81, a que nos estigmaticen y no nos dejen entrar a otros bares, además, quienes hacían de meseras, cocineras, empleadas de limpieza, entre otras, también han perdido sus trabajos. 
En una investigación
 que realizamos en conjunto con las antropólogas Cecilia Varela, Conicet/Gino Germani, y Deborah Daich, Conicet/Instituto Interdisciplinario de Estudios de Género/UBA, en la cual entrevistamos a compañeras que ofrecen voluntariamente sexo comercial, encontramos que las leyes, decretos y disposiciones anti-trata afectan significativamente nuestros derechos humanos. Por ejemplo, durante los allanamientos que realizan las fuerzas de seguridad, las trabajadoras sexuales estamos expuestas a robos  y  pérdidas  de  dinero  y/o  objetos  de  valor. Los allanamientos son violentos y vejatorios; algunas trabajadoras sexuales nos relataron haber sido amenazadas con armas, esposadas hasta que llegaran los profesionales de la oficina de rescate, manoseadas y otras narraron historias de violencia sexual.  

Según los relatos de las mismas protagonistas, muchas de ellas son detenidas y no se les permite abandonar el lugar ni hacer uso de sus libertades ambulatorias. En algunos allanamientos las trabajadoras fueron subidas a micros que recorrieron los distintos domicilios allanados, sin que se les suministrara información alguna respecto de a donde se dirigían y tampoco se les permitió retirarse. Así, resultaron detenidas durante casi 8 horas. 

También queremos manifestar que los operadores de rescate solicitan a las trabajadoras que se presenten al día siguiente a realizar una cámara gessel e informan que caso contrario les llegará una citación a su domicilio. En el marco del estigma que rodea al trabajo sexual, esta práctica constituye una amenaza para las trabajadoras sexuales y las redes de protección que ellas construyen trabajosamente hacia sus entornos familiares. Una auténtica perspectiva de género debería partir del reconocimiento de las condiciones singulares de existencia de las sujetas sobre las cuales se plantea intervenir y del estigma que enfrentan cotidianamente. Lejos de ello, esta práctica, genera miedos e incertidumbres, reproduce la estigmatización y  vulnera sus derechos a la privacidad. 
Otros derechos vulnerados son los de salud y vivienda, pues durante los allanamientos los preservativos son recogidos como evidencia y los departamentos clausurados dejando a las compañeras, en muchos casos, sin un lugar para vivir. A esto se suma que en algunas ocasiones las compañeras son implicadas como partícipes de las redes de trata y explotación, delito por el que son procesadas un alto porcentaje de mujeres tal como muestran distintos informes producidos por la Protex.  
Creemos que el despliegue de estas políticas no sólo vulneran nuestros derechos básicos sino que, además, contribuyen a generar un discurso social que, a través de la victimización y/o criminalización de las trabajadoras sexuales nos estigmatiza y nos expone a situaciones de marginación.

Desde AMMAR, hace varios años venimos proponiendo un modelo de legalización del trabajo sexual autónomo que se enmarca en la ampliación de de los derechos civiles y humanos de las personas que ejercen el trabajo sexual, defendiendo el derecho al trabajo. Pedimos el reconocimiento del trabajo sexual autónomo en un contexto donde el trabajo sexual está criminalizado y no cuenta con mecanismos que protejan su ejercicio autónomo. Necesitamos regulaciones que nos resguarden de la persecución penal, del poder de policía y de la violencia de terceros.  

Agradecemos su atención,
GEORGINA ORELLANO

Secretaria General de AMMAR CTA
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